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53.555


Causa N° 53.555                 “Z., B. E.

                                 c/D., M. J.

                                 s/Alimentos.”

                        Juzg. Civ.y Com.N°1 – Tandil.              

                                      Reg...136....Sent.

En la ciudad de Azul, a los     28       días del mes de Diciembre del año Dos Mil Nueve, reunidos en Acuerdo Extrardinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial Departamental, Sala II, Doctores Jorge Mario Galdós y Ana María De Benedictis, habiéndose retirado del Acuerdo el Dr.Víctor Mario Peralta Reyes (arts.47 y 48 ley 5827), para dictar sentencia en los autos caratulados: “Z., B. E. C/D., M. J. S/ALIMENTOS” (Causa 53.555), habiéndose procedido oportunamente a practicar la desinsaculación prescripta por los arts. 168 de la Constitución Provincial, 263 y 266 del C.P.C.C., resultando de ella que debían votar en el siguiente orden: Dr.GALDÓS – Dra.DE BENEDICTIS – Dr.PERALTA REYES. 

        Estudiados los autos, el Tribunal resolvió plantear y votar las siguientes:

     -C U E S T I O N E S-

1ª.- ¿Es justa la sentencia de fs. 618/628?

               2ª.- ¿Se encuentra ajustada a derecho la regulación de honorarios practicada?.              

               3ª.- ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?. 

-V O T A C I O N-

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr.GALDÓS, dijo:
I. B. E. Z. promovió demanda por alimentos, para ella y sus tres hijos menores (J.I., F. y S. D.), contra su esposo y padre, respectivamente, M. J. D..

Sustanciado el proceso la sentencia de fs 618/628 admitió la demanda y condenó a D. a abonar en concepto de alimentos la suma de $ 3.000 para cada uno de los hijos desde la fecha de la demanda, limitando el período de condena para J.I. hasta mediados del año 2008 en que se trasladó a vivir en la ciudad de Buenos Aires donde cursa estudios universitarios. Para la esposa cuantificó en $ 4.000 el monto reclamado, difirió la fijación de los alimentos atrasados para cuando se practique liquidación, impuso las costas al alimentante vencido y reguló los honorarios de los letrados del modo siguiente: para los Dres. S. R. F. y A. C. la suma de $ ..... para cada uno y para el Dr. E. E., abogado de la demandada la de $ ....., en todos los casos con más el aporte legal. Ordenó también la apertura de una cuenta gratuita en el Banco de la Provincia de Buenos Aires a fines de percibir los alimentos.

Para así decidir, estando acreditados los vínculos y la obligación de asistencia, y que en el caso de la esposa se aplica el art.198 Cód.Civ. ya que media separación de hecho, tuvo en cuenta que de los cinco hijos nacidos del matrimonio, el reclamo se circunscribe a los tres menores. Entendió que J.I. D., de 18 años a la fecha de la demanda, vivió con la madre, en su domicilio, hasta mediados del año 2008 en el que se trasladó a estudiar a Buenos Aires, fecha hasta la cuál (y desde la promoción de la demanda) se acogió la pretensión ya que no se probó que la actora solvente sus estudios en aquella ciudad. Respecto de F. D., quien tenía 11 años cuando se dedujo la demanda, y si bien al momento de realizarse el informe socio-ambiental por parte de la Licenciada Olivera a fs 486/492 resulta que convivía con el padre, otros estudios dan cuenta que el niño experimentaba situaciones de ambigüedad  acerca de con quién vivía, siendo por lo demás aceptado que lo haría algunos día con cada progenitor. Por ello y en razón de la periodicidad de la convivencia con la actora, se acogió la demanda. En lo atinente a S., de 9 años cuando se demandó, no cabe dudas que vive con la madre.

Así las cosas ponderó, para  apreciar las circunstancias particulares del caso, que la pericia contable producida demuestra fehacientemente que el demandado tiene el 50 % del capital de la Sociedad De Hecho M. J. D. y P. A. D., la que  gira comercialmente con el nombre de “Casa D.” y que facturó en el período 2004, 2005 y parte del 2006 entre $ 2.753.280,10 y $ 3.460.632,63, siendo de propiedad de la sociedad el inmueble en el que desarrolla la actividad comercial. También hizo referencia a que antes de la separación de hecho la esposa era ama de casa y el marido el proveedor de recursos económicos para el hogar y los graves problemas de salud psíquica que afectan a la actora, que la  imposibilitan para trabajar, lo que surge de las declaraciones de la Dra. Grabiela  Funaro y del Licenciado  Esteban Alewaerts (fs. 454/455 y fs 457/458). En cuanto a la cuota alimentaria, apartándose de estrictos cálculos aritméticos y atendiendo a las necesidades de alimentante y alimentados, fijó las sumas anticipadas: $ 3.000 para cada hijo (y hasta la fecha de traslado a otra ciudad del hijo J.I.) y $ 4.000 para la esposa.

Contra dicho pronunciamiento apelaron ambas partes; a fs.631 la  demandada quién expresó agravios a fs 649/652 vta., los que fueron respondidos a fs 662/665. Por su lado la actora recurrió a fs 632 y expresó agravios a fs 653/658 los que fueron contestados a fs 660/661.

Las quejas de la actora, en esencia, se centran en que se omitió encuadrar jurídicamente la pauta de determinación de la extensión de la cuota, ya que si bien se acudió al art.198 Cód.Civ., que obliga al alimentante a mantener el nivel de vida anterior a la separación de hecho, dejó de lado las que emanan del art.207 Cód. Civ., lo que torna difícil determinar el quantum. No se fijó el monto de la cuota conforme los rubros expresamente enunciados, pedidos y probados en la causa, siendo incausadamente  más reducido el fijado a la esposa y sin tener en cuenta la solicitud de actualización oficiosa formulada el 13/11/2008. Menciona los criterios de ponderación establecidos por el art.207 Cód.Civ. y cita la jurisprudencia de la Suprema Corte de Buenos Aires que sostiene que los recursos producto de la vida matrimonial deben ser gozados en partes iguales y  que la obligación de mantener las circunstancias económicas y financieras subsiste durante la separación de hecho con la única salvedad de deducir la renta generada por los mayores gastos debidos al distanciamiento. Alude a los  “gastos en que se incurría en el año anterior a la del abandono del esposo del hogar, de la pericial contable, de la continuidad de la casa comercial que maneja el esposo, y el propio patrimonio del alimentante” y menciona la prueba (ver informativas de fs.71, 72, informe de empresas de telefonía celular, 125, 127, 215, 371, 390/6, 402/38, 470, y pericial contable de fs. 479/82). Acota que la separación no generó mayores gastos para el marido, quien usa todos los bienes, y con relación al estado de salud del esposo explica que es una persona joven y sana mientras que la prueba producida acredita que ella se encuentra en precario estado, habiendo incluso abandonado el trabajo cuando se casó. Más adelante pide que se le otorgue la suma de $ 9.682,79 que surge de ajustar la cifra inicial, y -finalmente- se queja porque la sentencia no fija un régimen de actualización de las cuotas conforme lo manda el art.207 Cód.Civ. También requiere se la determine en base a un porcentaje de la renta del comercio y que se aplique algún criterio de ajuste, por caso el aumento del salario del empleado judicial o de comercio.

Los agravios de la demandada radican, en lo sustancial, en los montos fijados y en los hijos respecto de los cuales pesa esa obligación, ya que  se sostiene que sólo la hija menor S. vive con la madre.

En primer lugar puntualiza lo  elevado de la cuantía teniendo en cuenta el excesivo pedido en la demanda y que los alimentos provisorios se redujeron por este Tribunal a la suma de $ 3.000, con más las prestaciones periódicas asumidas por él (obra social, colegios, clubes, idiomas,  etc.), suma determinada en base a las declaraciones juradas impositivas. De allí la queja por la  fijación de $ 13.000 mensuales, comprensivos de $ 4.000 para la esposa y $ 9.000 para los tres hijos, en razón de $ 3.000 para cada uno de los tres.

En lo atinente a los alimentados señala que los hijos mayores (M.C. y F.) viven con él, lo mismo que J.I. radicado luego en Buenos Aires, lo que resultó acreditado con los informes periciales de los licenciados Adolfo Loreal e Ivanna Olivera. Agrega que F. también vive en forma permanente con él según se desprende del informe socio-ambiental de fs 486/492  y ampliación de fs 510/512 de la perito Olivera y del informe psicológico de fs  379/380 del licenciado Loreal, y que visita dos veces por semana a su madre. Acota que provee de los alimentos de J.I. que cursa estudios universitarios en otra ciudad. De modo que por ambos hijos (F. y J.I.) no corresponde la fijación de alimentos. Y la única hija -S.- que vive con la madre lo hace en el inmueble ganancial, que era la sede del hogar conyugal.

Al aludir a lo exagerado de la cuotas fijadas -que califica de desproporcionadas- señala que sus ingresos acreditados, por la pericia contable y las declaraciones juradas impositivas, se ubican en los $ 11.000 mensuales y que no debe confundirse la utilidad neta que indica dicha pericia con la ganancia y que el comercio le corresponde en sociedad con una hermana. Por ello el monto de condena asciende al 120 % de sus ingresos, desconociéndose que mantiene a sus otros  cuatro hijos y que habita un inmueble prestado. Por lo demás la  propia actora manifestó que sus necesidades rondan en los $ 1.900 mensuales y no se tuvo en cuenta los aportes en especie que realiza (obras sociales, clubes, etc.). Pide se agreguen los incidentes de fijación provisoria de alimentos y de ejecución y solicita que las costas se impongan en el orden causado ya que no existe estado de necesidad de la actora, siempre pagó los alimentos y que acordó en audiencia con el Asesor de Menores y el letrado de la actora diferir al informe pericial psicológico de F., decidir con quién viviría.

A fs  699/701 obra el dictamen del Asesor quien se pronuncia sosteniendo que la tenencia de F. fluctuó entre ambos padres por lo que debería considerarse tal situación para la fijación de la cuota, tal vez con un criterio parecido al contemplado para J.I.. Afirma que el demandado apelante tiene razón en cuanto al monto elevado fijado, atendiendo a los ingresos que analiza. Finalmente adhiere al criterio de la actora de aplicar algún procedimiento de ajuste de la cuota.

Llamados autos para sentencia (fs.724vta.) y encontrándose firme ese proveído, el expediente se encuentra en condiciones de ser resuelto.

II. Señalo, en primer lugar, y en orden al agravio de la actora, que no advierto error en la norma aplicable ya que –en el caso y en lo atinente a los alimentos entre los cónyuges B. E. Z. y M. J. D.- rige el art.198 Cód.Civ. y no el art.207 –que invoca- de ese cuerpo normativo.

En efecto, este Tribunal sostuvo que en “el supuesto de alimentos de cónyuges separados de hecho pervive la obligación de asistencia material entre los cónyuges, no siendo posible equiparar el caso al del art.209 Cód.Civ. que alude a los alimentos del cónyuge declarado culpable cuando no hay debate y prueba sobre culpa  (Bossert, Gustavo “Régimen Jurídico de los alimentos” p.31; en el mismo sentido  “Novellino, Norberto J. “Los alimentos y su cobro judicial” p.159 Nº2.1)... (aut. y ob.cit. p.43 y citas de nota 54). Empero, se añadió, “resulta razonable aceptar que esta solución no puede conducir a un ejercicio abusivo del derecho de pedir alimentos y obtenerlos hasta tanto se sustancie un juicio de separación personal o divorcio; de manera que, conforme al art.1071 del Cód.Civ. podría rechazarse la pretensión alimentaria, sobre la base de admitir, en el juicio de alimentos, la prueba traída por el demandado de circunstancias notoriamente graves que tornarían moralmente inadmisible que a éste se le impusiese el mantenimiento del otro cónyuge” (aut.y ob.cit. p.43 Nº49; esta Sala Causa N°51234, 4/10/07 “Calvo”). Sostiene el autor citado que tratándose de cónyuges puede aludirse a alimentos “provisorios” o “provisionales” en un doble sentido. Por una parte, se refiere de este modo a los alimentos destinados a regir durante la sustanciación del juicio de separación personal o divorcio, y pueden establecerse a través de un juicio de alimentos o de un modo más abreviado, conforme el art.231 del Código Civil. Por otro lado, la expresión alude a la cuota que regirá durante la sustanciación de un juicio de alimentos, con sustento normativo en el art.375 del Cód.Civil… (Bossert, Gustavo “Régimen jurídico de los alimentos”, págs.46 y ss.; esta Sala causas N° 50359, 22/2/07 “Montes”; N°51768, 26/2/08 “Martínez”). Recientemente se recordó con cita del art.198 Cód.Civ. “que durante la separación de hecho continúa vigente el sistema de asistencia espiritual y material incluida la prestación alimentaria que prevé el art.198 Cód.Civ., sin perjuicio de las adecuaciones a la cuota que derivarán del hecho de vivir separados” (esta Sala Causa N°53512, 2/12/09 “Bruni”, voto Dra.De Benedictis).

Sobre el punto existe doctrina legal inveterada  que predica que “la extensión de la obligación alimentaria entre cónyuges durante la vigencia del matrimonio no puede extraerse del art.207 del Cód.Civil, por cuanto el mismo se ciñe a los supuestos en que los cónyuges se encuentren separados personalmente (o divorciados por remisión al mismo que hace el art.217 del Código citado) por sentencia judicial, habiéndose discernido en consecuencia –en su caso quién ha dado motivo a la ruptura, y a quién compete el calificativo de inocente” (S.C.B.A. Ac.75761, 24/10/01 “”N. de D.L., S.”, por mayoría, voto Dr.Pettigiani al que adhirieron los Dres. de Lázzari, Ghione, Salas y San Martín; Ac.84097, 23/12/02, “G.d. P., R.C.”, por unanimidad; ver también voto de adhesión del Dr.Pettigiani a la mayoría que declaró la insuficiencia del recurso en S.C.B.A. Ac.89419, 25/11/09 “F.d.D.”). Por ello, y acudiendo otra vez a la doctrina legal que es incluso la que cita el agravio, “el título matrimonial obliga a mantener –en tanto subsistan las circunstancias económico financieras que prestaban marco a la vida conyugal la misma situación que gozaba cada uno de los cónyuges mientras convivían armónicamente, con la única salvedad de deducir de la renta generada los mayores gastos que se sigan con motivo del distanciamiento” (S.C.B.A. Ac.84097 cit.; ver también Mizrahi Mauricio L. “Familia, matrimonio y divorcio” p.283).

Y ello tiene particular importancia en orden a otra cuestión aquí introducida –que es al alcance y extensión del derecho alimentario de la esposa separada de hecho- ya que calificada doctrina señala que “cuando media separación de hecho, cierta y prolongada, el separado que acciona solicitando alimentos “iure coniuggi”, debe acreditar que le son indispensables para mantener el nivel de vida acostumbrado (que no puede conservar sólo con sus recursos), porque ya no existe la completa interrelación vital que era el fundamento de aquella dispensa probatoria durante la convivencia” (Fanzolato, Eduardo Ignacio, “Alimentos y Reparaciones en la Separación y en el Divorcio” pág.11; en el mismo sentido ver las distintas posturas en Belluscio Claudio “Prestación alimentaria”, p.516 y 520). La doctrina legal vinculante, adhiriendo a la postura contraria señala que “la reforma introducida por la ley 23515 no condiciona el derecho alimentario de la mujer a la falta de medios o posibilidad razonable de obtenerlos, porque el art.198 del Cód.Civ. (texto ley citada), al instituir con carácter genérico el deber de los cónyuges de prestarse mutuamente alimentos, no priva a la mujer de sus anteriores derechos siendo que la norma debe ser aplicada a cada caso según sus circunstancias” (S.C.B.A. Ac.43625, 29/5/90, “D.L.de I.,M.C.”; Ac.89419, 25/11/09 “F. de Donnola”).

De este modo doy respuestas al agravio de la actora. 

2. Analizando, ahora y de modo conjunto las quejas de ambas partes referidas a los hijos respecto de los que recae el deber alimentario del padre, y el monto de la cuota, parto de la base que de los cinco hijos del matrimonio están excluidos los que eran mayores a la fecha de la demanda (fs.58vta., el 24/10/2006) M. J. y M.C. D..

De los otros tres hijos tampoco se discute que S. (nacida el 19/9/97) convive con la madre en el inmueble ganancial que fue la sede del hogar conyugal, aspecto sobre el que el padre no formula reparos (conf. sentencia fs.618/628; memorial fs.649/653; arts.164, 260, 261, 266, 384 y concs. C.P.C.). De ese modo la discrepancia radica en la admisión de la sentencia de que J.I. (nacido el 17/5/88) convive con la actora desde la fecha de la demanda (24/10/2006) y hasta el año 2008 en que se trasladó a vivir a Buenos Aires, para cursar estudios. También se cuestiona respecto de F. -que pese a que estaría algunos días con el padre y otros con la madre- el fallo igualmente hizo extensivo al demandado el deber de asistencia en razón de la periodicidad de la convivencia.

En efecto, resulta acreditado que J.I. (“el Colo”), y hasta su retiro a la ciudad de Buenos Aires (en el año 2008), “almuerza y cena en la casa” de su padre en la que “tiene su espacio, sus cosas y otros recintos (el quincho) donde reunirse con sus amigos”, pero que duerme en la casa de su madre toda vez que en la vivienda de D. “no puede hacerlo por una razón de espacio y género” (conf. informe de la licenciada en trabajo social, Ivana E. Olivera de fs.486/492 y ampliación de fs.510/512; arts. 384 y 474 C.P.C.). Se advierte, entonces, que durante el plazo reclamado (desde el 24/10/2006 hasta el año 2008 en que se trasladó a Buenos Aires) e incluso el tiempo en que vive en la ciudad de Tandil, la asistencia que el progenitor debe afrontar respecto de J.I. –en razón de que durante el día está en su casa- radica esencialmente en los gastos de mantenimiento y conservación de la casa materna, con más erogaciones menores derivadas de esa estancia reducida y limitada en esa vivienda.

Respecto de F., nacido el 23/11/95, el informe psicológico glosado a fs.465/466 da cuenta que en el marco de la grave problemática que involucra a todos los miembros de la familia, se sugirió que se mantenga su convivencia con el padre y con “un régimen libre y apto de visitas y frecuencia del niño a la casa de su madre” (sic, fs.466). Y ese dictamen se corresponde con el resultado del citado informe ambiental que especifica que F. convive algunos días con su mamá y otros con su padre (fs.486/490; arts.384 y 474 C.P.C.). Así las cosas, soy de la opinión que debe mantenerse el deber de asistencia del padre por los días de la semana en los que F. convive con su madre, e igualmente el alcance dado en la sentencia para J.I., lo que obviamente repercute de modo importante en el contenido de la cuantía de la cuota alimentaria.

Concluyendo, se configura una situación singular: F. convive con su madre algunos días de la semana (que conforme el dictamen de la asistente social podríamos estimarlo en la mitad, tomando –de modo estimativo- 4 días de la semana) y J.I., y por el período en el que se admitió la demanda, reduce la estadía y convivencia con la madre a pernoctar en dicha vivienda pero al tener allí sus cosas personales y necesarias para “dormir acá” (en el inmueble que habita la actora; y el resto en la casa del padre –ver informe fs.510/511) corresponde reducir los alimentos por los que procederá la pretensión alimentaria –con el alcance será luego precisado-.

3. En lo atinente a la determinación de la cuota debe ponderarse particularmente que D. asume de modo independiente para sus hijos las erogaciones atinente a la obra social, clubes, gastos de inglés y música (conf. resolución de este Tribunal de fs.129/130 del expte. 37065/01, glosado por cuerda). Fue admitido expresamente por el accionado que paga “obra social, vestimenta, educación, deportes, impuestos, seguros, patente, alarma” (sic, fs.651vta. y 652).

Por ello, el concepto de las prestaciones necesarias para la subsistencia de los hijos contenido en el art.267 Cód.Civ. se encuentra en el caso reducido de otros gastos menores y adicionales (sobre el contenido de la obligación alimentaria ver Lloveras Nora en “Bueres-Highton” T. 1-B pág-485; Belluscio Claudio,  ob.cit. p.160) consistentes en los gastos de la vivienda en la que habitan transitoriamente (art.267 Cód.Civ.), y en el que la madre vive de modo permanente (art.198 Cód.Civ.), con todas sus implicancias (servicio doméstico, artículos del hogar, recreación, gastos por servicios, etc.).

4. En cambio, en el caso de la esposa la asistencia debe ser completa y total y atender a su deteriorado estado de salud y a su imposibilidad –al menos en la actualidad- de trabajar. La señora Z. padece de “depresión doble (trastorno depresivo mayor en con morbilidad con trastorno distímico”, (fs.454), con intento de suicido y sus consiguientes internaciones, incluso una durante 16 días en un establecimiento especializado en la Capital Federal, todo lo que requiere de asistencia psicológica, psiquiátrica y farmacológica (conf. informe fs.86/87 de la médica psiquiátrica Dra.Gabriela Funaro y el licenciado en psicología Esteban Alewaerts; id. fs.88; testimonios de los profesionales intervinientes de fs.454/455 y 457/458 a tenor de los interrogatorios de fs.453 y 456; informe fs.260 que da cuenta de la renuncia de la actora a su trabajo, en 1981; informe de la Clínica Santa Rosa fs.468; informe de fs.489 de la asistente social; informe e historia clínica fs.173/178; arts.384, 390, 456, 474 y concs. C.P.C.).

5. Con estas bases y para fijar la cuota tanto con relación a los hijos como a la esposa corresponde apreciar el caudal económico del alimentante. “Los hijos menores de edad, convivan o no con sus padres, coparticipan plenamente del nivel socioeconómico y cultural de la familia, determinado por las posibilidades de ambos progenitores ponderando las circunstancias de cada caso puesto a decisión judicial” (Tanzi, Silvia-Suárez Graciela “La obligación alimentaria emanada de la patria potestad”, L.L.1990-A-467; esta Sala causa N°49538, 16/5/2006 “Rosa”). Conforme la pericia contable de fs.479/482 que apreció los libros de comercio del accionado y para el ejercicio 2005, la sociedad de hecho que D. tiene con su hermana (de la que participa en un 50%) tuvo una “ganancia neta” de $ 272.336,76 y abonó $ 27.386,854 en concepto de impuesto a las ganancias y $ 1974,64 en concepto de bienes personales. Esa pericia calculó el importe estimado de ganancia o ingreso del alimentante, lo que llevó al Asesor de Menores a efectuar un cálculo a fs.700 (que recoge el agravio del demandado a fs.650vta.), el que no habré de seguir porque intenta suplir la actividad pericial y la carga probatoria de las partes (arts.375, 384, 474 y concs. C.P.C.). Empero, esas sumas que son orientativas deben completarse con la valoración integral de toda la prueba: el alimentante tiene dos cajas de seguridad conjuntamente con su hermana, socios ambos de la sociedad de hecho (conf. informe fs.80; ver informe municipal fs.390/391) y varios inmuebles (fs.371). Y digo que esas sumas son orientativas porque el agravio (fs.650vta.) procura incursionar en aspectos técnicos específicos, a los que aludió la perito, pero sin aclararlos (ganancia contable o utilidad, categoría de impuestos, etc., fs.506) dejando de lado que la carga de la prueba incumbe a quien la alega y que bien pudo, en su oportunidad, proponer la probatoria de descarga pertinente (arts.384, 474 y concs. C.P.C.). 
Con estas bases y siendo que el detalle de gastos de fs.488 no es excluyente, el cálculo de la cuota, contrariamente al agravio de la actora, no puede efectuarse siguiendo un estricto cómputo matemático dado que las circunstancias fácticas reseñadas lo impiden y que como lo reconoce el demandado (fs.651vta./652) afronta varias prestaciones: obra social –que debe incluir a la esposa-, educación y deportes de los hijos, e impuestos, seguros y alarma del inmueble que habitan los alimentados (sic, fs.cit.).

Por ello propongo reducir a $ 3.000 la cuota alimentaria a favor de la esposa B. E. Z. y estimar la de F. en $ 1.500, la de J.I. (por período en el quedó firme para la actora) en $ 1.200 y la de S. en $ 1.800, sin incluir, en ningún caso, las prestaciones alimentarias en especie que abona el demandado, conforme se decidió por el Tribunal (fs.129/130 expte. 37065/01) y lo admitió a fs.651/653 que reitero: obra social –que debe incluir a la esposa-, educación y deportes de los hijos, e impuestos, seguros y alarma del inmueble que habitan los alimentados.

No es procedente la pretensión de la actora de que se determine un porcentaje fijo en base a la renta del comercio, toda vez que el criterio de acudir a una suma porcentual del ingreso, lo es cuando media relación de dependencia –que no es el caso de autos- del alimentante (esta Sala N°51337, 9/8/07 “Torres”; N°50995, 3/7/07 “Peralta”).

6. Tampoco es admisible el planteo de determinar algún parámetro de recomposición periódica de los alimentos porque ello significará acudir a un criterio de reajuste indexatorio (vedado por la ley) toda vez que la ley 25.561 determina que “en ningún caso se admitirá la actualización monetaria, indexación por precios, variación de costos o repotenciación de deudas, cualquiera fuere su causa y, además ratificó la derogación dispuesta por su artículo 10, con efecto a partir del 1 de abril de 1991, de todas las normas legales o reglamentarias que establecen o autoricen la indexación por precios, actualización monetaria, variación de costos o cualquier otra forma de repotenciación de las deudas, impuestos, precios o tarifas de los bienes, obras o servicios.” (S.C.B.A. Ac.86304, 27/10/2004, “Alba”, LLBA 2005,43; Ac.93323, 14/10/2009, “Casuscelli”; esta Sala causa N°53643, 7/10/09 “Malianni”, voto Dra.De Benedictis).

7. Respecto de las costas, y conforme se decidió en ese precedente “en los juicios de alimentos es el alimentante quien, en principio, debe cargar con las  costas, pues de lo contrario se desvirtuaría la naturaleza de la prestación, gravando cuotas cuya percepción íntegra se presume necesidad de subsistencia del alimentado (art.374, Cód.Civ.). Las costas en el marco de un proceso de alimentos se rige por principios especiales teniendo en cuenta la índole del derecho ejercido y la naturaleza de las actuaciones; por lo que el principio general que rige en la materia es que en los procesos de alimentos las costas deben imponerse al alimentante, pues admitir lo contrario agravaría la integridad de la prestación” (esta Sala causa N°41816, 7/9/00 “Díaz”; N°49221, 14/2/06 “Iturralde”; N°50617, 20/02/07 “Simons”; N°52189, 03/6/08 “Basualdo.”). 

No encuentro mérito para modificar la imposición de costas en la instancia de origen, máxime ante el principio general que ha quedado decidido y al que esta Sala ha brindado su adhesión. En cambio, considero que las costas devengadas en la Alzada deben ser impuestas en el orden causado, atento el progreso parcial de los agravios del demandado (esta Sala causa N°50582, 17/04/07 “Pérez”; causa cit. “Malianni”; arts.68 y 274 C.P.C.).

Así lo voto.

A la misma cuestión la señora Juez, doctora DE BENEDICTIS, votó en idéntico sentido.

A LA SEGUNDA CUESTIÓN, el Sr. Juez Dr.GALDÓS, dijo:                         
                     I) En atención al valor y mérito de los trabajos realizados, atento a lo dispuesto por los arts. 13, 14, 15, 16, 21, 39 y concs. del Decreto/Ley 8.904/77, aún adecuándose acorde lo dispone el art.274 del C.P.C.C. corresponde la confirmación de los honorarios de los Dres.S. R. F. y A. C., apoderados de la actora, en la suma de pesos ........ ($ .....-) para cada uno, en ambos casos con más el aporte legal.                                            

                     II) Respecto de la apelación deducida a fs. 705, contra los emolumentos fijados a fs.702 y vta. a los Peritos Licenciada en Trabajo Social y Contador –I.E.O. y E.F.R.-, no habiéndose fundado la misma dentro del término legal establecido para hacerlo (art. 246 del C.P.C.C.), DECRÉTASE SU DESERCIÓN.                                 

III) Por los trabajos realizados ante este Tribunal, y en orden a lo normado por el art. 31 del Decreto/Ley 8904/77, regúlanse los estipendios de los Dres.S. R. F. y A. C. en la suma de pesos ......... ($ .....-) a cada uno de ellos, y los del Dr.E. E., patrocinante de la demandada, en la suma de pesos ....... ($ .....-), en todos los casos con más el aporte legal.
Así lo voto.

A la misma cuestión la señora Juez, doctora DE BENEDICTIS, votó en idéntico sentido.

A LA TERCERA CUESTIÓN, el Señor Juez Dr.GALDÓS, dijo:                         
Atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada y lo dispuesto por los arts. 266 y  267  y concs.  del C.P.C.C.,   corresponde 

confirmar la sentencia recurrida en cuanto admite la demanda por alimentos promovida por B. E. Z., J.I., S. y F. D., modificándose el monto de la cuota que se fija en $3.000 para la esposa, $ 1.800 para S., $ 1.500 para F. y $ 1.200 para J.I., lo que es independiente de lo abonado en especie. Con costas en la Alzada por su orden (art.68 C.P.C.).

                      I) En atención al valor y mérito de los trabajos realizados, y atento a lo dispuesto por los arts. 13, 14, 15, 16, 21, 39 y concs. del Decreto/Ley 8.904/77, aún adecuándose acorde lo dispone el art.274 del C.P.C.C. corresponde la confirmación de los honorarios de los Dres.S. R. F. y A. C., apoderados de la actora, en la suma de pesos ....... ($ .....-) para cada uno, en ambos casos con más el aporte legal.                                                                                 

                     II) Respecto de la apelación deducida a fs. 705, contra los emolumentos fijados a fs.702 y vta. a los Peritos Licenciada en Trabajo Social y Contador –I.E.O. y E.F.R.-, no habiéndose fundado la misma dentro del término legal establecido para hacerlo (art. 246 del C.P.C.C.), DECRÉTASE SU DESERCIÓN.                                 

III) Por los trabajos realizados ante este Tribunal, y en orden a lo normado por el art. 31 del Decreto/Ley 8904/77, regúlanse los estipendios de los Dres.S. R. F. y A. C. en la suma de pesos ...... ($ .....-) a cada uno de ellos, y los del Dr.E. E., patrocinante de la demandada, en la suma de pesos ........... ($ .....-), en todos los casos con más el aporte legal.
Así lo voto.

A la misma cuestión la señora Juez, doctora DE BENEDICTIS, votó en idéntico sentido.

                     Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente: 

S  E  N  T  E  N  C  I  A

Azul, 28    de Diciembre de 2009

AUTOS Y VISTOS:

                CONSIDERANDO:

Por todo lo expuesto, atento lo acordado al tratar las cuestiones anteriores, demás fundamentos del acuerdo, citas legales, doctrina y jurisprudencia referenciada, y lo dispuesto por los arts. 266 y 267 y concs. del C.P.C.C., CONFÍRMASE la sentencia recurrida en cuanto admite la demanda por alimentos promovida por B. E. Z., J.I., S. y F. D., y MODIFÍCASE el monto de la cuota que se fija en $3.000 para la esposa, $ 1.800 para S., $ 1.500 para F. y $ 1.200 para J.I., lo que es independiente de lo abonado en especie. IMPÓNENSE costas en la Alzada por su orden (art.68 C.P.C.).        
                     I) En atención al valor y mérito de los trabajos realizados, y atento a lo dispuesto por los arts. 13, 14, 15, 16, 21, 39 y concs. del Decreto/Ley 8.904/77, aún adecuándose acorde lo dispone el art.274 del C.P.C.C. corresponde la confirmación de los honorarios de los Dres.S. R. F. y A. C., apoderados de la actora, en la suma de pesos ....... ($ ......-) para cada uno, en ambos casos con más el aporte legal.                                                                                 

                     II) Respecto de la apelación deducida a fs. 705, contra los emolumentos fijados a fs.702 y vta. a los Peritos Licenciada en Trabajo Social y Contador –I.E.O. y E.F.R.-, no habiéndose fundado la misma dentro del término legal establecido para hacerlo (art. 246 del C.P.C.C.), DECRÉTASE SU DESERCIÓN.                                 

III) Por los trabajos realizados ante este Tribunal, y en orden a lo normado por el art. 31 del Decreto/Ley 8904/77, REGÚLANSE los estipendios de los Dres.S. R. F. y A. C. en la suma de pesos .......... ($ ......-) a cada uno de ellos, y los del Dr.E. E., patrocinante de la demandada, en la suma de pesos ..........($ ......-), en todos los casos con más el aporte legal.
Por razones de economía y celeridad procesal (art.34 inc.5º del C.P.C.C.), NOTIFÍQUESE la presente al Sr.Asesor de Incapaces, Dr.Ezequiel Andrés Belaunzarán, en la instancia de origen. REGÍSTRESE.  NOTIFÍQUESE por Secretaría y devuélvase. Fdo.: - Dr. Jorge Mario Galdós -Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Dra. Ana María De Benedictis - Juez – Cámara Civil y Comercial – Sala II – Ante mi: Dra. María Fabiana Restivo  – Secretaria – Cámara Civil y Comercial – Sala II.---------------
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